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Resumen 
El contenido del presente artículo cubre las primeras décadas del tráfico ilícito 
de drogas emprendido desde Colombia hacia Estados Unidos. Su singularidad 
estriba en el análisis de los mecanismos empleados por los actores en examen 
(los pioneros y los grandes capos), para responder a los desafíos planteados 
por su actividad ilícita y a la persecución en contra de ella.  
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Abstract 
The present article comprises the first few decades of illegal drug  
trafficking from Colombia to the USA, featuring a unique analysis of the  
tactics employed by the subjects involved (from pioneers to prominent  
drug lords) in dealing with the challenges of their illegal activities  
and the chasing brought upon them. 

 
El tráfico ilícito de drogas no es un asunto reciente en la historia de Colombia y 
los        países andinos. Se sabe, como verdad de apuño, que el cultivo de la 
coca registra su existencia desde la cultura indígena en tiempos 
precolombinos. Hallazgos arqueológicos, cronistas de indias e investigadores 
contemporáneos, coinciden al ubicar su presencia y uso en antiguos hayales1 
(Friede, 1944, p. 210), en tempranas épocas aymará, o en valles y selvas de 
yungas preincaicas en Perú y Bolivia2 (De Matienzo, 1978; Murra, 1978), así 
como su “mambeo” o masticado por atávicas tribus andinas. Su carácter legal y 
su comercio fue materia de discusión entre clérigos y colonizadores hasta que 
el pragmatismo se impuso en las mitas y centros de explotación minera (Polo 
de Ondegardo, 1990), o hasta cuando se le fijó tributo en las audiencias 
virreinales. 
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Sin embargo, el presente artículo no pretende referirse a esa parte tan antigua 
de la historia de las drogas en el continente americano. Como se advirtió en el 
resumen, su temática se ubica en las primeras décadas del tráfico ilícito de 
drogas desde Colombia hacia Estados Unidos y, en particular, analizará los 
mecanismos empleados por los actores en examen para responder a los 
desafíos planteados por su actividad ilícita y a la persecución en contra de ella.  
 
En este sentido, consideraremos el contexto en la aparición de la generación 
inicial de narcotraficantes; sus sucesores, los llamados "carteles de la cocaína", 
e identificaremos los elementos que hicieron posible la configuración de estas 
organizaciones relativamente estructuradas, centralizadas y reconocibles, 
capaces de ejercer un control casi total en las distintas etapas del negocio. De 
igual manera, intentaremos una caracterización de tales carteles a través de 
diversos aspectos como el origen social de sus integrantes, la estrategia 
empresarial desplegada, la relación con las autoridades y el mundo político, así 
como las estrategias de control y mantenimiento del negocio. 
  
1. El motor del tráfico. Estados Unidos: “mea culpa”  
 
La Guerra de Indochina se inició con el levantamiento del Viet Minh tras la 
Segunda Guerra Mundial. Aunque Francia intentó retener la “joya del imperio” 
con sus riquezas de caucho, arroz y opio, el apoyo que la triunfante China de 
Mao Tse-Tung brindó a las fuerzas de Vo Nguyen Giap y Ho Chi Minh 
imposibilitó su propósito. Las aspiraciones coloniales cayeron en 1954 y 
Francia reconoció la soberanía de Vietnam en dos Estados, seguida por la 
celebración de un referéndum donde los vietnamitas decidieran su reunificación 
o su separación definitiva. 
 
Los nacionalistas del sur optaron por asestar un golpe de estado al principal 
aliado de la potencia europea, el emperador Bao Dai, e iniciaron con el más 
decidido apoyo norteamericano la Segunda Guerra de Indochina, más conocida 
como Guerra de Vietnam. Bao era el más grande productor y comerciante de 
opio asiático y quienes lo destronaron, Ngo Dinh Diem y Van Minh, heredaron 
todo su poder, incluida la riqueza sobre el opio. 
 
A instancias de la CIA, los hombres de Diem empezaron a utilizar aviones 
norteamericanos para transportar armas y suministros en apoyo a las fuerzas del 
Kuomintang que resistían contra Mao y luchaban contra la guerrilla comunista en 
Laos. Las operaciones de regreso se utilizaron para cargar las aeronaves con 
opio, a la vista de todo el mundo, para financiar la naciente guerra en Laos y 
Camboya. Las compañías aéreas, establecidas por la CIA, fueron popularmente 
bautizadas como "Air Opium". 
 
En medio del terror y de la corrupción, Diem soportó la lenta construcción de un 
movimiento de liberación inspirado en la guerra de guerrillas: el Vietcong. Los 
monjes budistas, aterrorizados por la descomposición e incompetencia del 
régimen, fueron los mejores propagandistas de la oposición: se quemaban vivos 
en protesta por la represión e inmoralidad del gobierno que Estados Unidos 
sostenía.  
 



Consciente del problema, John F. Kennedy aprobó, poco antes de su muerte en 
1963, detener los vuelos del opio y derrocar a Diem con un aliado militar budista, 
Nguyen Van Thieu, quien se negó después a abandonar el lucrativo negocio.  Por 
el contrario, un año más tarde, Hong Kong empezó a vender enormes cantidades 
de químicos a Saigón: agentes del nuevo gobierno transformaban el opio en 
heroína para el comercio internacional.  
 
El radical viraje fue aceptado a regañadientes por los americanos. Funcionarios 
de la embajada recibieron instrucciones de "no mezclarse" en cuestión tan 
especial y dedicarse, más bien, a implantar la explotación del tungsteno y el 
estaño. Perseguir la heroína implicaba enfrentar a sus aliados y, en plena Guerra 
Fría, bajo el peligro del “efecto dominó”, cualquier cosa era preferible a un 
régimen comunista en el sur de Asia. Podrían seguir Malasia, Indonesia o 
Filipinas3 (Mc Coy, 2003).  
 
No obstante, fueron los soldados quienes empezaron a implicarse en el problema 
como consumidores y, de paso, a perder la guerra contra el Vietcong. Estados 
Unidos pasó de asesorar la guerra a dirigirla e intervenir en forma directa por 
decisión de Lyndon Johnson (Beschilos, 1997). Pero ningún ejército del mundo 
podía apuntalar a un gobierno corrupto hasta la médula, con un servicio secreto 
que funcionaba como hampa organizada de narcotraficantes y un pueblo 
indignado por los bombardeos con napalm, el “agente naranja” y la creciente 
intromisión extranjera. 
 
A finales de 1965, Estados Unidos poseía más de 100.000 efectivos en 
Vietnam y destinaba 1.000 millones de dólares adicionales como ayuda. Sin 
embargo, la guerra no se definía. Se convirtió, por el contrario, en un conflicto 
prolongado con golpes sorpresa, emboscadas y asaltos inesperados que 
destruyeron la tranquilidad, el ánimo y la psicología de los soldados. El paso a 
la drogadicción, por la heroína y la marihuana fundamentalmente, fue apenas 
un complemento necesario para soportar los peligros y el carácter de la guerra 
(Largo, 2002). 
 
La respuesta del ejército norteamericano frente al fenómeno no fue tampoco la 
más adecuada. En un principio intentó rotar a los oficiales en períodos de seis 
meses para dotarlos al mismo tiempo de experiencia y obtener mayor control 
sobre sus tropas. Pero el efecto fue adverso: oficiales bisoños perdieron su 
ascendencia en los soldados y murieron en sus manos. El Pentágono no logró 
comprender a su propia gente y menos aún al enemigo y el tipo de guerra que 
enfrentaba4. 
     
La necesidad de incrementar el presupuesto y el personal destinado a Vietnam 
creció con el número de cadáveres procedentes del sureste asiático. De 4.000 
soldados norteamericanos asignados a Vietnam  en 1962, se pasó a casi 
500.000 en 1967 (Crónica de la guerra de Vietnam, 1988). Entonces, la 
oposición interna frente a los resultados no se hizo esperar. El ex ministro de 
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defensa de Kennedy, Robert McNamara, fue uno de los primeros hombres 
públicos en expresar sus dudas frente a la guerra. Según su criterio, la 
iniciativa estaba a merced de los comunistas y eran ellos quienes elegían las 
bajas a sufrir o a infringir en sus oponentes: “mantendrán sus pérdidas a un 
nivel lo suficientemente bajo como para poder aguantar indefinidamente; pero 
lo suficientemente alto para tentarnos a aumentar nuestras fuerzas hasta el 
extremo de que la opinión pública norteamericana rechace la guerra”5.  
 
La llamada Ofensiva del Tet, con la toma de 38 de las 52 capitales de Vietnam 
del Sur y el asalto a la propia embajada americana en Saigón, quebró la 
campaña de ilusiones estadounidenses y colapsó la moral y disciplina de la 
tropa (Breve historia del Partido de los Trabajadores, 1974). En 1968 el sesenta 
por ciento de los soldados en Vietnam consumía marihuana y un porcentaje 
suplementario, heroína. Hombres armados y drogados empezaron a atacar en 
forma indiscriminada a la población civil. El Teniente Calley, enjuiciado por la 
horrible matanza de My Lai, confesó su obstinada adicción a las drogas6 
(Grinspoon, 1971; Camacho, 1988). La misma policía vietnamita les vendía dosis 
con graciosas marcas: "Doble U-O" Y "Tiger and Globe".  Siempre se dijo que 
ésta última era producida con participación militar en las instalaciones de una 
fábrica de pepsi-cola que nunca produjo una sola botella de la gaseosa. Pero, 
además de ello y como sucedió en Corea, el enemigo vietnamita se las ingenió 
también para afectar a las tropas norteamericanas y proveerlas en exceso de 
droga. Las cantidades eran incluso suficientes para una exportación masiva: las 
bolsas y ataúdes con los cadáveres de los soldados muertos en servicio, 
empezaron a traer heroína a las ciudades norteamericanas.    
 
El ejército y la CIA, sin embargo, tomaron la decisión de no interferir aquella red 
de narcotraficantes. Una vez más, el temor al “efecto dominó” fue determinante. 
El  débil poder que protegían se vendría abajo perdiendo a Laos y a Camboya. 
Frente a los reclamos del Congreso, los militares restaron importancia al asunto 
con el argumento adicional de que el consumo ayudaba a soportar las tensiones 
de la guerra. No faltó el médico que, con la misma lógica de los generales, 
aprobara el consumo. La preocupación se redujo a impulsar la preferencia por la 
marihuana frente a la heroína y a forzar una estadía de los soldados en bases 
americanas europeas, antes de su repatriación definitiva. La consecuencia, según 
algunos autores, fue peor. Por esta vía, el comercio del hachís y la heroína se 
propagó en Alemania (Bher, 1981). Frank Lucas, un mafioso de Harlem cuya vida 
y carrera fue llevada al cine bajo la dirección de Ridley Scott, sólo fue capturado y 
procesado en Nueva Jersey cuando la Guerra de Vietnam vislumbraba su 
ocaso irremediable. Al fin y al cabo, las víctimas de su distribución eran negros 
de estratos bajos. 
 
Los bombardeos masivos e indiscriminados contra ciudades enteras como 
Hanoi,  el uso de agentes químicos contra la vegetación y la población, las 
masacres y crueldades de una guerra retransmitida por primera vez en los 
medios de comunicación, generaron rechazo en una juventud cuyos padres 
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habían vivido el sobresalto de Pearl Harbor y el horror de la Segunda Guerra 
Mundial. Al lado de miles de soldados repatriados, la juventud estadounidense 
optó también por la generalización del consumo como repudio a la guerra. El 
movimiento hippie fue una de las tendencias más acogidas por una mocedad 
que odiaba la violencia, que temía ser enlistada, y que prefería abstraerse en el 
rock psicodélico, la revolución sexual, la marihuana y el LSD. Iniciado en 
California, el movimiento se extendió hacia el este del país y se convirtió en 
propulsor, sin proponérselo, de la marihuana de origen mexicano. El “verano 
del amor” en 1967, fue el preludio del jamás olvidado festival de Woodstock en 
1969.   
 
El hippismo, como en general los valores contraculturales de la llamada 
“Generación Beat”, encarnó el repudio a las estructuras de poder, a la guerra y al 
capitalismo, que pronto empezó a exigir marihuana y cocaína al sur del río Bravo. 
La impotencia frente a Vietnam buscó en la droga la atenuación de la rabia y el 
dolor. La rentabilidad que arrojaba el comercio de la droga impulsó una mafia 
heredada del tráfico de licor, de los juegos clandestinos y del dominio callejero 
que, con raíces sicilianas, experiencia en Chicago y contactos con los recientes 
exiliados cubanos, buscó en México y luego en Colombia el producto necesario 
para surtir su mercado.  
 
Saigón cayó en 1975 con un saldo final de 58.169 soldados norteamericanos 
muertos, 304.000 heridos y 2.029 desaparecidos. Las amputaciones y secuelas 
permanentes fueron tres veces superiores a las obtenidas por el mismo Estados 
Unidos en la Segunda Guerra Mundial7. Aunque Richard Nixon fue reelegido bajo 
la promesa de acabar con la drogadicción, ésta no se detuvo nunca. Para 
combatirla, el estado formó la Drug Enforcement Agency, DEA, con 200 millones 
de dólares para "acciones encubiertas". No se destinó un centavo para ayuda 
terapéutica al adicto ni, mucho menos, para una educación preventiva dirigida 
hacia los jóvenes. Un analista americano, Barrington Moore, explicó la situación 
en 1978 al señalar el espaldarazo que la represión brindaba al incremento de los 
precios y a la utilidad de los traficantes. La corrupción era sutilmente pagada por 
las mafias del tráfico, del lavado de dólares, de la venta de químicos y armas, que 
tenían ciudadanía norteamericana (Moore, 1989).  
 
2. Los pioneros 
 
Aunque el contexto anteriormente descrito facilitó y exigió la participación de 
nuevos surtidos y mercados para el comercio ilícito de drogas, es necesario 
precisar esta hipótesis. La Guerra de Vietnam es, ante todo, un motor - inductor 
para el consumo y tráfico ilícito de drogas en Estados Unidos. No es causa única 
ni suficiente. Se convirtió, simplemente, en el fenómeno que propulsó un 
consumo masivo de heroína y marihuana que requirió de nuevos proveedores 
para una red de tráfico destinada a ampliarse.  
 
En Norteamérica, debe advertirse, existía con antelación un importante mercado 
de heroína que heredó del mercado ilícito del whiski una organización con 
tentáculos internacionales bajo la dirección de Lucky Luciano, Meyer Lansky y 
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Bugsy Siegel, sucedidos por Frank Costello. Si bien algunos autores han 
encontrado vínculos de colombianos con dicho aparato, la proporción de su 
participación no parece determinante ni imprescindible (Arango y Child, 1981). La 
marihuana, igualmente, había sido introducida por inmigrantes mexicanos hasta 
Nueva Orleáns y surtía desde principios del siglo XX un reducido grupo de 
antillanos y negros amantes del blues y del jazz.   
 
La ampliación del mercado de la marihuana, como consecuencia de la Guerra de 
Vietnam y de los movimientos juveniles pacifistas, llevó el producto colombiano a 
las calles norteamericanas por diversas vías. Algunas tan sencillas que 
simplemente removieron un cultivo ancestral y desplazaron el producto en bruto y 
en pequeñas cantidades aprovechando la ingenuidad aduanera de entonces. 
Otras fueron financiadas por norteamericanos y cumplieron a duras penas el 
papel de “empacadoras” o “exportadoras”. Las más grandes se abrieron paso 
utilizando la red de contrabando existente y apoyada en la calidad de un producto 
que empezó a conocerse sin ficciones. La marihuana “Punto Rojo” y la “Santa 
Marta Gold” se ganaron pronto el aprecio de los consumidores, por encima de las 
variedades mexicanas.  
 
Para algunos autores, voluntarios de los “Cuerpos de Paz”, enviados por la 
“Alianza para el Progreso” al inicio de los sesenta, se convirtieron en los mejores 
propagandistas y socios para el impulso del producto y la configuración del vasto 
tejido traficante (Arango y Child, 1981). Familias antioqueñas y costeñas 
construyeron rutas marimberas que partieron del Golfo de Urabá o de La Guajira 
con toneladas prensadas de marihuana en barcos alquilados o incluso robados 
(Castillo, 1987). Surgieron, en la mayoría de los casos, como simples mayoristas 
desde Colombia, sin intervenir en las redes de distribución norteamericana. A su 
actividad se unieron históricos buscadores de esmeraldas y contrabandistas que 
encontraron en la marihuana una mejor perspectiva para su enriquecimiento fácil. 
Poco después, las ganancias permitieron mayor independencia y se utilizaron 
aviones que decolaban en horas nocturnas del aeropuerto samario “Simón 
Bolívar” o de pistas clandestinas ubicadas en la costa atlántica.  
 
Otros autores nos ofrecen interesantes testimonios acerca de esta primera etapa 
del tráfico de drogas entre Colombia y Estados Unidos. Un contrito traficante 
cubano, Luis García “Kojak”, narró su participación en el negocio y mostró por 
dentro las incipientes organizaciones colombianas (García, 1989). Algunas 
crónicas esculpieron la increíble imagen de los “marimberos” y sus hazañas por 
llevar la “mota” a los Estados sureños de la Unión (Cervantes, 1980). Otras 
señalaron con nombre propio, aunque sin mucho fundamento, a los principales 
exportadores de marihuana: los Dávila Armenta y Dávila Jimeno, los Lafaurie 
González, Yesid Palacios y Julio Calderón, entre otros (Castillo, 1987, p. 21 a23). 
Pero, más allá de toda evidencia, la guerra entre los marimberos o el histórico 
enfrentamiento entre las familias Cárdenas y Valdeblánquez por la disputa del 
comercio de la hierba y el contrabando en la Guajira, no pudo ser ignorado por 
los registros de la prensa8.  
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El tráfico ilegal de marihuana, sin embargo, no tuvo extensión en el tiempo. Hasta 
mediados de los setenta, el principal exportador a los Estados Unidos era México. 
Por la persecución a los traficantes en este país, que incluyó fumigaciones 
masivas con paraquat, y la suavidad del producto colombiano, la primacía se 
trasladó a Colombia. Pero la “bonanza” fue flor de un día. Según algunas fuentes, 
el consumo de marihuana en el país del norte empezó a descender a partir de 
1977, sustituido por la cocaína. Al mismo tiempo, el consumidor empezó a preferir 
las variedades “sin semilla”, producidas en Jamaica o en el propio Estados 
Unidos.  
 
A mediados de los noventas, México fue de nuevo el principal exportador a 
Estados Unidos, hasta que la variedad doméstica desplazó casi por completo a 
las importaciones (Tokatlian y Bagley, 1990). La variedad californiana alcanzó 
una mayor concentración de tetrahidrocannabinoles (THC), que la hizo más 
psicoactiva y apetecida en su propia clientela (Gómez, 1991). No obstante, 
gruesa parte de los dólares producidos por la bonanza marimbera fueron 
cambiados legalmente a través de la llamada "ventanilla siniestra" del Banco de 
la República, un mecanismo creado por el gobierno de Alfonso López 
Michelsen (1974-1978) que permitió la captación de moneda extranjera sin 
ningún tipo de preguntas. La baja tasa de cambio en el mercado negro influía 
sobre la revaluación del peso y perjudicaba a los exportadores. El Banco salió 
en su ayuda.   
 
La incursión de la cocaína en el mercado influyó igualmente en el descenso de la 
marihuana. Sus efectos parecían más acordes con la agitación de la época y los 
ejecutivos “yuppies” reforzaron la demanda. Para entonces, colombianos 
inmigrantes formaban parte de primitivas redes de distribución con cubanos y 
latinos en Miami o Nueva York y buscaban extender su influencia a otras 
ciudades norteamericanas. Sin embargo, no la fabricaban. La adquirían en Chile, 
en Bolivia o en Perú. 
 
Jaime Caicedo, “El Grillo”, figura entre los primeros narcotraficantes 
colombianos. Ladrón de bicicletas, se involucró en el tráfico de cocaína en 
forma artesanal y con pequeños envíos en vuelos comerciales bajo la mirada 
aún inocente de las aduanas locales y gringas. La prosperidad del negocio lo 
condujo a nexos con productores de Perú y Bolivia y a mejorar el camuflaje de 
sus remesas, cada vez mayores, con la participación de distribuidores 
norteamericanos. Su historia inspiró la película “El Rey”, bajo la dirección de 
Antonio Dorado. Su muerte violenta simbolizó también el inicio de las 
confrontaciones entre narcotraficantes. 
 
Benjamín Herrera Zuleta, el "Papa negro de la cocaína" es, a su vez, el 
“abuelo” de Pablo Escobar y de Gilberto Rodríguez en el negocio. Detenido en 
Atlanta en 1973, se fugó de la prisión y huyó a Chile para reconstruir su 
actividad. Los contactos eran óptimos, la frontera con Perú y Bolivia aportaba la 
materia prima y los laboratorios podían camuflarse en el desierto salitroso o en 
la región andina. Sin embargo, el golpe de Pinochet y su persecución al tráfico, 
lo obligaron a trasladarse a Lima en donde fue nuevamente detenido en 1975 y 
deportado a Estados Unidos. La libertad obtenida con fianza no lo alejó de sus 
expectativas. Al contrario, estableció contactos con Martha Upegui de Uribe, la 



"Reina de la Cocaína" en Medellín, e inició en la actividad a los jóvenes narcos 
de Cali.  
    
En 1978, Estados Unidos conoció el determinante influjo de la cocaína en la 
sociedad de La Florida. Los jefes de la droga empezaron a disputar el comercio 
de su producto y la distribución al por mayor en las grandes capitales. Miami 
fue testigo de una guerra que involucró a su policía corrupta y que dejó más de 
un centenar de asesinatos. Los intermediarios y traficantes del exilio cubano 
llevaron la peor parte y los colombianos se quedaron sin discusión con el 
reinado; integraron sus operaciones y captaron utilidades que, reinvertidas, 
permitieron expandir y dinamizar su producción y exportación. En 1976 la DEA 
calculaba entre 14 y 19 las toneladas métricas de cocaína que entraron de 
contrabando a Estados Unidos (Tohatlián y Bagley, 1990, p.183). Tres años 
más tarde, en 1979, el consumo abastecido se estimaba entre 25 y 31 
toneladas y sobrepasando las 50 toneladas en 1980. Los grandes capos 
formaban ya parte del tráfico. 
 
3.  Los Capos 

 
Pablo Escobar Gaviria (1951-1993), el más conocido de los capos colombianos 
del narcotráfico y jefe del llamado cartel de Medellín9, inició su carrera delictiva 
como ladrón de autos, asaltante de bancos y contrabandista de cigarrillos. 
Algunos autores lo vinculan con el secuestro del industrial Diego Echavarría 
Misas en 1971, por cuyo hecho habría recibido el apelativo de “Doctor 
Echavarría”. Según se sabe, sin embargo, el cautivo murió antes de que su 
familia pagara el rescate (Fogel, 1994).  
 
Al terminar la primera mitad de los años setenta, Escobar ingresó al negocio de 
la cocaína con pequeñas cantidades de droga que adquiría en Ecuador y 
conducía personalmente hasta la ciudad de Medellín en „caletas‟  de viejos 
camiones y automóviles. La ruta hacia Estados Unidos siguió el camino del 
contrabando. Primero, a través de pequeñas embarcaciones que zarpaban 
desde la costa norte de Colombia para hacer transbordo en alta mar sobre 
barcos de gran calado, y luego, utilizando pequeñas avionetas monomotor, que 
empezaron a salir desde las zonas selváticas y cenagosas próximas al río 
Magdalena (Cañon, 1994; Strong, 1995; Escobar, 2000; Salazar, 2001; 
Legarda, 2005; Vallejo, 2007).    
 
Gonzalo Rodríguez Gacha (1947-1989), el más destacado de los „socios‟ de 
Escobar, empezó en las calles del bajo mundo en Bogotá y se alquiló al mejor 
postor como pistolero de tiempo completo en la zona esmeraldífera de Boyacá. 

                                            
9
 El término “cartel” fue introducido por la DEA a partir de 1982 a raíz de una incautación efectuada 

cerca a Cleveland. Desde entonces, el término fue utilizado por la justicia norteamericana para explicar 

las alianzas entre narcotraficantes y reunir en un solo proceso las diferentes investigaciones judiciales. 

Aunque el concepto se impuso con rapidez en la prensa y opinión pública internacional, su alcance y 

precisión distan de la realidad. Los llamados “carteles” no tuvieron nunca una expresión orgánica 

concreta, perenne  y definida como el concepto parece indicar. Si la hubo, fue circunstancial, como lo fue 

también la consolidación de las alianzas, los sistemas de colaboración y la distribución o participación en 

las tareas impuestas por las distintas fases del negocio. Si bien en Cali y Medellín se concentró la 

actividad y poder de dos importantes sectores de narcotraficantes, en el resto del país, e incluso en el 

norte del Valle, el narcotráfico funcionó con base en la relativa autonomía de actores y organizaciones. 



Casi analfabeta, se vinculó al negocio de la droga poco antes de los años 
ochenta (Rincon, 1990; Guillen, 1993; Torres, 1995). 
 
Por su parte, los hermanos Gilberto y Miguel  Rodríguez Orejuela conformaron 
lo que después sería conocido como el “Cartel de Cali”. De Gilberto se dijo 
siempre que inició sus actividades ilícitas con una banda que, dirigida por José 
Santacruz Londoño y apodada “Los chemas”, realizó el secuestro de dos 
ciudadanos suizos: Hermann Buff, secretario de la embajada y José Stresale, 
hijo del cónsul de Suiza en Cali. No obstante, Fernando Rodríguez Mondragón 
advierte que antes de ello fue contrabandista de tela y whisky, se vinculó a la 
piratería terrestre e invirtió en pequeños negocios legales de droguería y 
fabricación casera de jarabes (Rodríguez y Sánchez, 2007, p. 73 - 76).  
 
Lo cierto es que, hacia 1975, Gilberto Rodríguez exportaba considerables 
cantidades de droga escondida en gruesos tablones de madera despachados 
en forma legal desde el puerto de Buenaventura, sobre el Océano Pacífico en 
Colombia, hasta diversas bodegas y empresas ficticias en Estados Unidos. 
Poco después, los primeros embarques hacia Europa se enviaron ocultos en 
piedras huecas de carbón mineral. Miguel Rodríguez Orejuela, supervisor de 
vuelos en la aerolínea Avianca, dependiente de una droguería y estudiante 
principiante de derecho, abandonó sus ocupaciones para seguir el ejemplo de 
su hermano Gilberto (Castillo, 1996; Torres y Sarmiento, 1998; Chaparro, 2005; 
Pérez, 2005). 
 
Entre unos y otros, igualmente, hubo enormes diferencias. Gonzalo Rodríguez 
Gacha era casi analfabeta. Un episodio narrado por Pablo Escobar al periodista 
Germán Castro Caicedo, descubre que Rodríguez Gacha no sabía siquiera, a 
ciencia cierta, quién era Gabriel García Márquez, el más grande escritor de 
todos los tiempos en Colombia. Mientras Pablo Escobar no culminó su 
bachillerato, Miguel Rodríguez mostraba con orgullo su diploma de abogado. Si 
bien su tesis de grado no apareció nunca en los archivos de la biblioteca 
universitaria, es indudable que, por lo menos, asistió a algunas clases. Gilberto 
Rodríguez, además de bachiller, citó en su hoja de vida la aprobación de 
diversos cursos empresariales en planeación estratégica.  
 
Jorge Luis Ochoa Vásquez y sus hermanos Juan David y Fabio proceden, por 
el contrario, de una rancia familia aristocrática y terrateniente de Antioquia. Los 
toros de lidia y los caballos de paso fueron siempre la predilección de un padre 
alrededor del cual giraron las primeras inversiones de sus hijos. Aliados de 
Escobar y considerados miembros del “Cartel de Medellín”, los Ochoa dieron 
muestra de una inteligencia singular aislándose en forma prudente de la guerra 
entre carteles, y negociando con el Estado Colombiano e incluso con Estados 
Unidos, sin herir las susceptibilidades de sus socios (Rincón, 1987; Eddy, 1988; 
Ochoa, 1988). 
   
Pablo Escobar, Jorge Luis Ochoa, José Santacruz Londoño y Gilberto 
Rodríguez Orejuela, captaron en el propio Estados Unidos lo que podría ser la 
profesión más lucrativa del mundo y de la época. Testigos de las actividades 
adelantadas por Griselda Blanco, la primera dama del tráfico ilegal de 
marihuana y drogas en Estados Unidos a principios de los años setenta, 



comprendieron que la cocaína sería el producto del futuro. La diferencia del 
precio de venta de la droga en Estados Unidos con el precio de su compra en 
Colombia y Sur América, era abismal. Todo era asunto de llevarla de un país a 
otro, y a ello podrían dedicarse con esmero.  
 
La personalidad de los capos se formó en sus correspondientes escenarios. En 
muchos aspectos, Escobar expresó su ancestro paisa  (Salazar, 1994). A 
diferencia de los capos de Cali, no abandonó a su esposa por reinas de belleza 
ni tuvo hijos por fuera del matrimonio. La relación sostenida con Virginia Vallejo 
fue tormentosa y no superó nunca el nivel de amante sin lugar a propiedades ni 
herederos (Vallejo, 2007). Se interesó por los autos de carrera, otra forma de 
desafiar el peligro. Exhibía con orgullo una fotografía suya con la Casa Blanca 
al fondo y otra con atuendos de la revolución mexicana. Su adoración era un 
viejo vehículo perforado con balas cuya propiedad original se atribuía a los 
pistoleros de la mafia norteamericana.  
 
Rodríguez Gacha se aficionó por los caballos. Entre todos los capos, obtuvo la 
más reconocida catadura de asesino. Su lado débil fue el hijo que lo acompañó 
en su muerte. El país no tenía noticia de él cuando el dirigente de la Unión 
Patriótica, Jaime Pardo Leal, lo denunció públicamente como traficante de 
drogas y jefe paramilitar. Rodríguez Gacha lo mandó a matar de inmediato.  
 
Los Rodríguez Orejuela tuvieron, en cambio, cierto hálito ejecutivo. Se les 
consideró hombres de negocio y se movieron con mayor libertad por los 
ámbitos citadinos. Sus hijos, al igual que los hijos de Santacruz Londoño, se 
formaron en las mejores universidades privadas y algunos estudiaron en el 
exterior. Las relaciones de Gilberto Rodríguez con su hijo mayor, a juzgar por el 
testimonio de este último, no fueron las mejores (Rodríguez, 2007). A diferencia 
de Escobar, los capos de Cali no intentaron reclutar para su organización a los 
jóvenes de estrato bajo, ni jugaron al paternalismo con las comunas pobres 
(Camacho, 1994).  

3.1 Las estrategias empresariales 
  
Sin duda, las diferencias de origen social y nivel de educación se han de 
reflejar en la manera misma de manejar y desarrollar el negocio de la cocaína.  
 
Luego de sus primeros éxitos, Escobar se propuso hacer del tráfico de drogas 
una empresa abierta y participativa. Medellín conoció muy temprano la 
existencia de un sistema identificado con el nombre de “oficina”. Consistía en 
un centro de acopio al cual podía llegar cualquier persona con la cantidad de 
cocaína que quisiera. La oficina se encargaba de colocarla en las calles de las 
grandes ciudades de Estados Unidos por un precio que oscilaba entre 25 mil y 
45 mil dólares el kilo.  
 
El papel desempeñado por Carlos Lehder Rivas, hijo de alemán y colombiana 
de clase media, residente en Estados Unidos, fue fundamental para el progreso 
de Escobar. Iniciado en el negocio de la cocaína con pequeños transportes de 
droga camuflados en maletas personales, Lehder concibió la idea de un gran 
centro de traslado con base en una de las Islas Bahamas, Norman‟s Cay, que 



alquiló como pista de aterrizaje y punto de entrada marítimo hacia Estados 
Unidos, para enormes cantidades de droga (Orozco, 1987; Eddy, 1988).  
 
Las grandes inversiones de Escobar sorprendieron a la opinión pública. Una de 
las más célebres fue el Zoológico en la Hacienda Nápoles: dos mil ejemplares y 
más de cien especies exóticas importadas de Australia, El Sahara, Canadá, 
Europa, El Congo y Etiopía; y a la entrada, un significativo monumento: una 
avioneta tipo Piper con matrícula HK 617-P que, para los colombianos mejor 
informados y más suspicaces, era la aeronave con la cual Escobar concluyó 
con éxito sus primeros grandes embarques de droga hacia Estados Unidos.  
 
No pocas obras convirtieron a Pablo Escobar en un auténtico Robin Hood. La 
boleta de ingreso al zoológico, por ejemplo, era gratuita. “El pueblo es el dueño 
y no se le puede cobrar al dueño”, dijo Escobar a la prensa. Sin duda, la 
imagen paternalista lo ayudaba en la búsqueda de una legitimidad política: en 
un acto que superaba las posibilidades del Estado colombiano, el mismo 
Escobar entregó 400 viviendas a familias de escasos recursos (Krauthausen y 
Sarmiento, 1991). Barrios enteros en las ciudades de Medellín y Envigado lo 
señalaron como benefactor. Sin embargo, al final de sus días no gozó de las 
mismas simpatías. Aunque nunca nadie se atrevió a delatarlo en su propia 
tierra y su tumba es una de las más visitadas en Antioquia, Medellín no puede 
ocultar que respiró profundo luego de su muerte. 
 
Las operaciones de traslado de la droga e inversión financiera de los Rodríguez 
Orejuela tuvieron variables diferentes. No sólo privilegiaron las empresas de 
fachada y los envíos camuflados en mercancías legales, sino también una 
rápida inserción en el mundo abierto del dinero. A través de importantes 
cadenas de firmas como “Laboratorios Kressfor”, “Drogas La Rebaja”, “Grupo 
Radial Colombiano” y “Corporación Financiera de Boyacá”, los hermanos 
Rodríguez intentaron penetrar al mundo legal del capital como acaudalados 
inversionistas.  
 
A mediados de los años setenta, Gilberto Rodríguez se convirtió en principal 
propietario y miembro de la Junta Directiva del “Banco de los Trabajadores”, 
una institución creada con donaciones iniciales de la Fundación Interamericana 
para la Unión de Trabajadores de Colombia, la agremiación sindical obrera más 
importante del país en ese entonces. Con este aval, en 1978 inició la compra 
de acciones del “First Interamericas Bank” de Panamá, que culminó en 1984 
con más del 75 % del banco en su poder. A través de un pacto de participación 
con el muy reconocido Banco Cafetero de Panamá, el “First Interamericas 
Bank” utilizó las cuentas que el primero poseía en las sucursales del Irving 
Trust de Nueva York, para confundir el lavado de dólares con los enormes 
movimientos de capital que las exportaciones de miles de sacos de café 
producían legalmente a Colombia. Dos décadas más tarde, el Departamento 
del Tesoro Americano publicó la lista de un centenar de empresas cuya 
propiedad se adjudicaba a los Rodríguez Orejuela. Entre ellas figuraba la 
adquisición de la franquicia de Chrysler que, con el visto bueno de la Embajada 
de Estados Unidos en Bogotá, hicieron en 1978 para más de 40 almacenes de 
repuestos en todo el país.  
 



A Gonzalo Rodríguez Gacha se le señaló, por el contrario, de introducir dólares 
a Colombia en canecas de plástico que enterraba en su hacienda y que a 
veces extraía para distribuir en forma directa, billete tras billete, a sus 
trabajadores. La mayor parte de su riqueza la invirtió en oro, joyas y tierra. La 
lógica pre-industrial de Rodríguez Gacha, explicada en ocasiones por su 
ancestro rural pero también por las urgencias de sus guerras, así como la 
lógica paternalista y publicitaria de Escobar, difieren de las lógicas capitalistas 
de los Rodríguez, más preocupados por ganar espacio y respeto en la 
economía legal. Unas y otra, sin duda, parecen dibujadas incluso en las 
maneras utilizadas para despachar drogas rumbo a Estados Unidos. 
 
3.2    La relación con el mundo político 
 
Pablo Escobar se decidió por una participación directa en la política. A través 
de ella, buscaba quizás un reconocimiento social. Al igual que en el negocio, 
Escobar asumía siempre los asuntos importantes en forma personal y, además, 
el fuero parlamentario ofrecía una protección adicional frente a la extradición. 
Fundó, entonces, un movimiento al que denominó “Medellín sin tugurios”; 
construyó viviendas, creó escuelas deportivas e iluminó canchas de fútbol en 
sectores marginados.  En 1982 fue elegido Representante a la Cámara como 
suplente de Jairo Ortega, un disidente del partido liberal en Antioquia. Sin 
embargo, el más trascendente papel de Escobar como parlamentario, fue 
formar parte de la Comisión enviada por el Congreso de la República para 
acompañar el triunfo de Felipe González y el PSOE en España. 
 
Carlos Lehder, el gran transportista de Escobar, marcó también un hito en las 
relaciones entre narcotráfico y política, al fundar su propio partido político, el 
"Movimiento Latino", cuya principal bandera consistía en luchar contra la 
extradición. Rodríguez Gacha intentó una influencia política local a través del 
grupo “Morena”, impulsado por líderes liberales y paramilitares del Magdalena 
medio financiados con dinero del capo. Pero, de acuerdo con reiterados 
testimonios, confió mucho más en la amenaza. 
 
Los métodos de los Rodríguez fueron, por el contrario, más discretos y 
eficaces. Sin participar directamente en política, para ellos resultó más efectivo 
comprar el apoyo parlamentario y gubernamental con la financiación de las 
campañas electorales y el pago de todo tipo de servicios. Tal como se 
demostró mucho después, los Rodríguez no bromeaban totalmente cuando se 
jactaban del poder suficiente para “citar una convención liberal” o “reunir 
quorum del Congreso”. El “Cartel de Cali” optó, además, por establecer 
alianzas con las elites regionales a través de sus inversiones en la economía 
legal y la figuración en los principales eventos sociales de la ciudad.  
 
Estas diferencias entre uno y otro cartel, llevaron a las autoridades a pensar 
que había “mafias de primera y de segunda categoría”. Mientras unos eran 
considerados "respetables empresarios" con los cuales se podía tratar, a pesar 
de la ilegalidad de su negocio,  los otros, los miembros del “Cartel de Medellín”, 
eran considerados delincuentes arribistas y peligrosos, cuyo poder se basaba 
sólo en la fuerza que podía comprar el dinero. 
  



A Escobar, a Rodríguez Gacha, o incluso a José Santacruz Londoño, no los 
admitieron en los altos clubes de las élites sociales. Santacruz hizo de su casa 
una réplica mejorada del club que le negó su ingreso. Los Rodríguez no 
solicitaron su admisión. Fueron prudentes e ingresaron al alto mundo a través 
del dinero. Muchos cheques de algunas de las cuentas de los Rodríguez, se 
descubrió después, eran girados a la dirección de  importantes compañías 
financieras, o a insospechadas cabezas del mundo económico, político y 
deportivo.  
 

3.3 La “combinación de las formas de lucha” 

 
En su objetivo principal de control y mantenimiento del negocio del tráfico ilícito 
de drogas, los carteles desarrollaron múltiples estrategias en las que 
combinaron tanto las acciones económicas, como las políticas y las militares.  
Contra el Tratado de Extradición, firmado a principio de los años ochenta entre 
Estados Unidos y Colombia para obtener la captura y traslado de uno a otro 
país de las personas solicitadas, los capos ofrecieron batalla en el campo 
jurídico legal, pero emplearon también los métodos terroristas y los intentos de 
negociación con el Estado. La célebre frase e histórica práctica del Partido 
Comunista en Colombia, que justificó la existencia de las FARC como su brazo 
armado: “la combinación de todas las formas de lucha”, bien puede aplicarse a 
las mafias del narcotráfico en Colombia10. 
 
Para las batallas jurídicas, los narcos contaron con la asesoría y participación 
de importantes núcleos de abogados. En Estados Unidos, algunos miembros 
de oficinas de asistencia jurídica fueron acusados por supuesta complicidad 
con los capos de Cali. Para el uso de la violencia, la obtención del recurso fue 
diferente entre los carteles.  
 

 El manejo de la violencia y del terror 
 
En efecto, Escobar construyó un ejército de sicarios con base en los jóvenes de 
estrato bajo. Contrató y entrenó a las bandas juveniles que surgían en las 
comunas más paupérrimas. Rodríguez Gacha hizo lo propio y acrecentó sus 
filas con campesinos pobres. Los Rodríguez Orejuela, por el contrario, 
construyeron un cuerpo de seguridad basado en miembros retirados y 
corruptos de los aparatos de seguridad del Estado. Como se verá más 
adelante, compraron a los mercenarios que Rodríguez Gacha contrataba y 
compraron finalmente a los líderes de los grupos paramilitares que conformaba.  
 
La primera incursión directa y pública de los carteles, en materia de violencia, 
se suscitó a raíz del secuestro de Marta Nieves Ochoa Vásquez,  hermana de 
Jorge Luis, por parte de la organización guerrillera M-19, en 1981. Los capos 
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 No obstante, también podría decirse que el recurso a la violencia constituye una característica de los 

actores en un escenario institucional débil. Cuando en los términos de Weber, un Estado no reivindica con 
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que corresponden a ese Estado, incluso para derrocarlo. Así, la institucionalidad y la para-
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en Colombia. 



de la mafia coincidían en la defensa de sus intereses: si se pagaba un solo 
secuestro, los guerrilleros se apoderarían de todos sus ingresos a través de 
este medio. La decisión se dio a conocer con un nombre orgánico: el grupo 
“Muerte A Secuestradores” (MAS), cuyo boletín de fundación citó el encuentro 
de “223 jefes de la mafia para hacer frente al secuestro”: cada uno de ellos 
aportaba dos millones de pesos y diez de sus mejores hombres para ejecutar a 
los secuestradores (Villamizar, 1995). 
 
En sólo quince días, las acciones del MAS fueron contundentes: capturó más 
de 25 personas acusadas de pertenecer al M-19, y esclareció el hecho. 
Finalmente, logró la libertad de la secuestrada sin cancelar un centavo, y 
entregó algunos guerrilleros detenidos a las fuerzas de seguridad del Estado. A 
largo plazo, los resultados del MAS fueron de otro orden. Enfrentados a un 
enemigo común, narcotraficantes y miembros de las Fuerzas Armadas trazaron 
líneas de acercamiento indisolubles. Con el MAS, por supuesto, importantes 
sectores de la Fuerza Pública descubrieron que era posible realizar un trabajo 
sucio mucho más efectivo contra el movimiento guerrillero, sin comprometer la 
imagen de sus instituciones. Los narcos facilitaron la infraestructura y el dinero 
aunque, en forma temprana, algunos de ellos, como Rodríguez Gacha, 
empezaron a comprometerse de manera directa: descubrieron la importancia 
de la “gran violencia”. En realidad, la guerrilla no sólo amenazaba su libertad 
personal y su riqueza; también surgían amenazas contra sus pistas, 
laboratorios y propiedades en las zonas de influencia guerrillera. La 
organización surgió como un mecanismo de defensa contra los enemigos del 
Estado y no contra este último. Así nacieron los grupos paramilitares en 
Colombia y el uso de policías y soldados como recurso de violencia al servicio 
de narcotraficantes.  
 
 
 

 El Narcoterrorismo 
 
Durante los primeros años del gobierno de Belisario Betancur (1982-1986), los 
golpes más duros contra el narcotráfico fueron propinados por la destrucción de 
gigantes laboratorios como “Tranquilandia”. La retaliación de sus dueños, 
miembros todos del llamado “Cartel de Medellín”, comenzó en el Congreso de 
la República con una orquestada denuncia en contra del Ministro de Justicia, 
Rodrigo Lara Bonilla, a quien se acusó sin éxito de recibir dinero de 
narcotraficantes para fines electorales, y finalmente se asesinó en abril de 
1984. 
 
La acción constituyó el inicio de la guerra declarada por los capos de la droga 
en contra del Estado y de la sociedad colombianos. El gobierno de Betancur, a 
quien se acusó de haber abandonado a su Ministro, declaró el estado de sitio, 
ordenó el embargo de bienes a los narcotraficantes, y sometió los procesos por 
narcotráfico a la justicia penal militar. No obstante, la medida más importante 
fue el anuncio de que la extradición sería aplicada, lo que se hizo en forma 
intermitente durante los dos años siguientes.  
 



El 15 de noviembre de 1986 se declaró públicamente la aparición de “Los 
Extraditables”, en calidad de organización armada clandestina que “prefería 
una tumba en Colombia a una cárcel en Estados Unidos”. Se trataba de un 
grupo de narcotraficantes liderados por la gente del cartel de Medellín y por 
Gonzalo Rodríguez Gacha, quienes lograron montar un aparato de terror 
dispuesto a enfrentar al Estado colombiano. 
 
Las acciones terroristas de los narcotraficantes se intensificaron. Al asesinato 
de policías, jueces, magistrados y periodistas, se sumaron múltiples atentados 
con explosivos. Se asesinó al director del diario “El Espectador”, Guillermo 
Cano; al dirigente de la Unión Patriótica, una organización política legal 
impulsada por las guerrillas de las FARC y el Partio Comunista, Jaime Pardo 
Leal, y se atentó contra el ex-ministro de justicia, Enrique Parejo, cuando 
despachaba como embajador en Hungría. La presión a través del secuestro se 
inició con el entonces candidato a la Alcaldía de Bogotá, Andrés Pastrana, y 
con el procurador Carlos Mauro Hoyos, quien murió en la acción. La sucesión 
de acontecimientos fue larga y dolorosa. En ella cayeron el gobernador y el 
comandante de policía de Antioquia hasta llegar, el 18 de agosto de 1989, al 
asesinato de Luis Carlos Galán, el más importante candidato liberal a la 
presidencia de la República en ese momento.    
 
La reacción del gobierno se hizo sentir con una serie de normas que pretendían 
hacerle frente al desafío narcoterrorista. Las medidas fueron encabezadas por 
la suspención del artículo del Código Penal que exigía aplicar un tratado 
internacional para extraditar a un nacional colombiano. Así, mediante decreto 
de estado de sitio, se reactivó la extradición por vía administrativa y sin 
necesidad del concepto previo de un órgano judicial. Se estableció la medida 
de compartir la responsabilidad de firmar las extradiciones entre varios 
ministros, en vista del riesgo que corría el ministro de justicia en caso de 
hacerlo solo. En síntesis, se consagró la extradición como instrumento principal 
de lucha contra los narcotraficantes. 
 
La guerra se agudizó con la destrucción de las instalaciones de “El Espectador” 
y de la sede del “DAS”, a cuyo cargo se encontraba la persecución contra la 
mafia. Continuó con bombas en el Hotel Hilton de Cartagena, el incendio a 
fincas de notables de Medellín y con la explosión de un avión de la aerolínea 
Avianca en pleno vuelo (Aranguren, 2001)11.  
 
En medio de las bombas y de los continuos actos terroristas, muchos 
colombianos comunes y corrientes, cansados de la violencia, empezaron a 
manifestar su acuerdo con la idea de que el gobierno llegara a un 
entendimiento con los capos.  
  

 La lucha  contra la extradición: las batallas jurídicas  
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Como se dijo atrás, los carteles en Colombia libraron de distintas maneras su 
lucha contra la extradición. Gilberto Rodríguez Orejuela la protagonizó por vez 
primera cuando fue detenido en España en compañía de Jorge Luis Ochoa, a 
principios de los años ochenta. El combate fue jurídico: para evitar que 
Rodríguez y Ochoa fueran enviados a Estados Unidos, los narcos 
desempolvaron un viejo proceso judicial en contra de Ochoa y crearon otro en 
contra de Rodríguez. Esto último sucedió en tiempo récord. Un periodista 
escribió una columna acusando de narcotraficante a Gilberto Rodríguez, y un 
„diligente‟ procurador la tomó como fundamento para formular denuncia. De 
inmediato, un juez abrió investigación y solicitó la remisión del sindicado. La 
justicia española decidió el traslado de los detenidos a Colombia, por cuanto la 
solicitud de un detenido por su país de origen tenía privilegio por sobre la 
solicitud de cualquier otro. Aunque agentes de la DEA se presentaron como 
testigos contra Gilberto Rodríguez, el Juez 11 Penal del Circuito de Cali lo 
absolvió de todo cargo y le concedió su libertad. Contra Ochoa, por su parte, 
recayó una ligera condena que terminó con una libertad irregular ante el peligro 
de ser extraditado a Estados Unidos. 
 
El combate jurídico prosiguió con una demanda instaurada en contra del 
tratado de extradición por supuestos vicios de inconstitucionalidad. La presión 
ejercida sobre los magistrados de la Corte Suprema de Justicia se hizo cada 
vez mayor, no sólo porque cada caso individual de extradición dependía de su 
concepto, sino porque la suerte misma del tratado se colocó en sus manos. 
Una de estas acciones judiciales fue presentada en julio de 1985 cuando se 
demandó, por irregular, el procedimiento de sanción y firma del tratado. Al 
aceptar los alegatos jurídicos, el 12 de diciembre de 1986 la Corte resolvió 
declarar inexequible la Ley 27 del 3 de noviembre de 1980, que elevaba a 
legislación interna el tratado de extradición, por no haber sido sancionada por 
el Presidente de la República sino por el Designado a la Presidencia, quien no 
tenía esa función. El Presidente reaccionó inmediatamente y volvió a sancionar 
el tratado como Ley 68 de 1986. El hecho sirvió para extraditar de inmediato a 
Carlos Lehder, capturado el 4 de febrero de 1987. Sin embargo, la nueva 
sanción del tratado fue demandada una vez más ante la corte quien, seis 
meses después, declaró de nuevo la inconstitucionalidad.  
 
Como alternativa final, el gobierno interpretó que el tratado estaba vigente, 
pues era un instrumento internacional que no había perdido su fuerza jurídica y 
no había sido denunciado ante quien se había suscrito, pero que, por decisión 
de la Corte, era inaplicable en términos prácticos. Todo un galimatías de corte 
macondiano que generaba desconfianza y exasperación en los funcionarios 
norteamericanos12. Poco después, ante la presión de Washington por el caso 
de Rodríguez y Ochoa, el gobierno empezó a observar la posibilidad de 
extraditar por vía administrativa. 
 

 Las negociaciones de los narcos con el Estado 
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El primer intento de negociación entre los narcotraficantes y el Estado 
colombiano fue motivado por la reacción del presidente Belisario Betancur a 
raíz del asesinato del Ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, en 1984. La 
extradición se hizo realidad y los “extraditables” se apresuraron a buscar una 
negociación con el gobierno. La propuesta se presentó en Panamá al 
Procurador General de la Nación y al expresidente liberal Alfonso López 
Mickelsen, en mayo de ese mismo año. Jorge Luis Ochoa, Pablo Escobar y 
Gonzalo Rodríguez Gacha, dijeron representar a cien de los principales 
narcotraficantes colombianos. Pidieron reformas al tratado de extradición y 
exención por los crímenes cometidos antes de tales reformas; ofrecieron 
entregar al Estado toda la infraestructura productiva de la droga, incluso rutas y 
laboratorios, y abandonar por completo su negocio. Además, hablaron de 
cancelar la deuda externa de Colombia. 
 
Distintos sectores sociales y políticos rechazaron la propuesta. La embajada 
norteamericana en Bogotá y el Departamento de Estado en Washington, 
expresaron su negativa frente a la idea de negociar con traficantes. El gobierno 
de Betancur se manifestó en igual sentido y declaró nula la posibilidad de 
cualquier entendimiento entre el gobierno y los narcos asistentes a la reunión 
de Panamá. 
 
A partir de entonces, la lucha de los narcotraficantes contra la extradición 
transitó entre lo político y lo jurídico, tal como ha quedado expuesto en acápites 
anteriores, hasta desembocar en el recurso al terrorismo. No obstante, a finales 
del gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), diversas crónicas relatan la 
existencia de una negociación casi clandestina entre los narcotraficantes de 
Medellín, concretamente Pablo Escobar, y el secretario de la presidencia, 
Germán Montoya. Miembros de la familia de este último fueron secuestrados y 
no pocos emisarios se acercaron al Palacio presidencial para intentar 
resultados. Finalmente, la crítica constante de importantes sectores de la vida 
nacional y la oposición sistemática del gobierno norteamericano, frustraron 
cualquier avance.  
 
Así las cosas, al comenzar el gobierno de César Gaviria (1990-1994), varias 
situaciones eran claras. Las medidas antinarcóticos de los últimos años 
continuaban sin afectar el número de hectáreas cultivadas y la cantidad de 
cocaína exportada que, muy por el contrario, aumentaba. A su vez, el poderío 
de los “carteles”, de su capacidad de corrupción y de amenaza frente al Estado, 
proseguía incólume. La inversión en procedimientos militares, la creación de 
organismos de seguridad dedicados en forma exclusiva a la búsqueda de los 
grandes capos, aún con la propia colaboración norteamericana, no arrojaba 
resultados. El narcoterrorismo cobraba deudas con vidas y el secuestro de 
notables se perfilaba como arma clave para presionar acuerdos.  
 
En este momento, el anuncio de una política de sometimiento contó con un 
amplio respaldo interno. Distintos sectores políticos y económicos se inclinaron 
a favor de modificar la estrategia de confrontación sostenida por gobiernos 
anteriores y apoyar,  por el contrario, la negociación y entrega de los 
traficantes.  
 



La presión constante de atentados terroristas y el secuestro de hijos de la elite 
colombiana, facilitaron y fortalecieron las propuestas negociadoras. Aunque el 
mismo término “negociación” suscite polémica entre diversos autores, lo cierto 
es que el secuestro y asesinato de Diana Turbay Quintero -luego de un penoso 
secuestro-, unido al plagio de personajes como Francisco Santos y de Maruja 
Pachón, entre otros, pesaron sobre las negociaciones que sin duda adelantaba 
el gobierno al más alto nivel (García M., 1996; Pardo, 1996)13. Así, la política de 
sometimiento a la justicia se consagró en varios decretos orientados a 
estimular y asegurar la entrega de los narcotraficantes a la justicia, la reducción 
de penas por confesión de delitos, y la garantía de no-extradición. Esta fue la 
respuesta del Estado a la presión de los narcotraficantes y a la demanda de la 
sociedad por detener la violencia.  
 
Finalmente, la realización de la Asamblea Constituyente (1991) se convirtió en 
otro escenario de negociación implícita. Una decisión de la Corte Suprema 
estableció que la Constituyente no tenía limitación alguna en sus temáticas. 
Esto significaba que tanto la extradición, cómo el indulto o amnistía para 
narcotraficantes, guerrilleros o paramilitares, eran temas susceptibles de 
discusión en la Asamblea.  
 
A pesar de los esfuerzos y de las declaraciones reiteradas del presidente 
Gaviria en contra de la prohibición de la extradición por parte de la Asamblea, 
el gobierno tuvo que ceder ante las posturas de la Constituyente. La extradición 
se cayó en la Carta Magna y el gobierno perdió un eficaz instrumento para 
castigar a los narcotraficantes. 
 
El 19 Junio de 1991, Pablo Escobar se entregó a las autoridades. Ese mismo 
día, la sesión plenaria de la Asamblea Constituyente votó el artículo 35 de la 
nueva Constitución, que prohibía la extradición de colombianos por nacimiento.  
 

 Las otras guerras 
 
A raíz de la lucha contra la extradición, la „oficina‟ de Pablo Escobar se convirtió 
en epicentro de violencia en la segunda mitad de los años ochenta. Quienes 
intentaron separarse del sistema, “trabajar por su cuenta”, o simplemente 
renunciar al tipo de guerra que Escobar planteaba contra la extradición, fueron 
secuestrados para exigir el pago de cuantiosas sumas y/o sentenciados a 
muerte. Tan sólo el “Clan de los Ochoa” pudo mantener cierta distancia y 
neutralidad, aunque alguno de sus miembros fue secuestrado y asesinado por 
la „oficina‟. Al fin y al cabo, los Ochoa eran pieza básica en una importante 
operación que sería conocida, mucho después, como  “el caso Irán-contras”: 
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una extensa red para tráfico de narcóticos a cambio de armas para la contra 
nicaragüense y dinero para la oposición iraní, en la cual participaban altos 
mandos de aparatos de seguridad norteamericanos. 
 
Sin embargo, la guerra estalló entre Pablo Escobar, apoyado por Rodríguez 
Gacha, y los Rodríguez Orejuela, a partir de 1988. Las crónicas rebelan como 
origen de la disputa el secuestro de un narcotraficante del Valle aliado de 
Pacho Herrera, un experto lavador de dólares vinculado a José Santacruz 
Londoño, en quien los Rodríguez depositaban toda su confianza. A pesar de 
pagarse la cantidad exigida por la „oficina‟, en dólares y droga, el hombre fue 
asesinado por supuestos „líos de faldas‟. Escobar solicitó inmediatamente a los 
Rodríguez la entrega de Herrera, que fue totalmente negada. Como resultado, 
una cruenta guerra de masacres y dinamita se desató entre los carteles. 
 
En efecto, a principios de 1988, el edificio Mónaco, residencia de Pablo 
Escobar en Medellín, fue destruido parcialmente por una potente carga de 
dinamita. La explosión mostró la riqueza y excentricidad de los narcos e hizo 
pública su guerra. Un comando de Escobar ingresó a la hacienda de Pacho 
Herrera, en su búsqueda, y asesinó a 19 personas. Por doquier empezaron a 
estallar petardos contra las sucursales de “Drogas la Rebaja” y las emisoras del 
“Grupo Radial Colombiano”. Sólo un acuerdo quedó claro: en la guerra no se 
tocarían las familias. 
 
Al mismo tiempo, otro tipo de guerra ocupó a Rodríguez Gacha: un 
enfrentamiento sin cuartel contra las guerrillas de las FARC entre 1987 y 1989; 
éste, en lugar de dirigirse contra ellas, tomó como víctimas a miembros y 
simpatizantes de la “Unión Patriótica”, partido político legal considerado como 
una vitrina de las FARC. Todo un ejército paramilitar, construido con la 
complicidad de importantes sectores militares y la dirección técnica de 
mercenarios israelíes y británicos, se lanzó a la barbarie. Los grupos del 
Magdalena medio y los grupos de Córdoba, al mando de Fidel Castaño, 
hermano mayor de Carlos, a quienes las FARC secuestraron y asesinaron a su 
padre, iniciaron masacres en haciendas bananeras de Urabá y se extendieron 
por todo el territorio colombiano, alternadas con homicidios singulares de 
concejales, alcaldes, y dirigentes del Partido Comunista. 
 
Las guerras se enredaron en una sola madeja. Los mercenarios británicos, a 
quienes Rodríguez Gacha contrató para atentar contra la cúpula de las FARC 
en el sitio de La Uribe, terminaron pagados por el “Cartel de Cali”  para atentar 
contra Gacha y Escobar en la Hacienda Nápoles. Escobar ofreció, 
públicamente, millones de pesos para todo aquel que asesinara policías o 
colocara petardos en las propiedades de los Rodríguez. Henry Pérez, jefe de 
los paramilitares del Magdalena medio, seguidor de Escobar, trabajó luego 
para sus enemigos. Estos últimos se convirtieron en el principal aliado del 
Estado y las autoridades colombianas para perseguir a Escobar. Fueron ellos 
quienes infiltraron a Rodríguez Gacha y entregaron la información que condujo 
a su muerte. Escobar, así mismo, escapó milagrosamente a una trampa 
tendida por Pérez con ayuda del DAS. Policías y militares activos y en retiro 
que prestaban diversos servicios a los hombres de uno y otro cartel, 
empezaron a caer asesinados (Bahamon, 1992). Fidel Castaño se convirtió, 



tras la muerte de Gacha, en enemigo número uno de Escobar. En medio de 
todo y de todos, ciudadanos inocentes e inermes caían por obra y gracia de los 
atentados indiscriminados; desprotegidos por un Estado incapaz de parar las 
guerras, carente de estrategias para enfrentar el crimen organizado e infiltrado 
por éste en sus instituciones claves14.   
 

 Las relaciones con la guerrilla 
 
Las relaciones entre los grandes capos y la guerrilla en Colombia fueron 
diversas y conflictivas. En un primer momento, como atrás se dijo, el intento de 
secuestro contra Carlos Lehder y el plagio de Martha Nieves Ochoa, por parte 
del M-19, ocasionaron la creación del MAS y una cruda confrontación del 
aparato de los narcos contra miembros de la guerrilla y sus familiares. En una 
situación similar, pero posterior, José Santacruz Londoño respondió al 
secuestro de su hermana, por parte de las FARC, con el secuestro de 
miembros de la Unión Patriótica y familiares o allegados de comandantes 
insurgentes. 
 
Gonzalo Rodríguez Gacha, por su parte, declaró la guerra a las FARC y a la 
Unión Patriótica. Si bien algunos acuerdos iniciales se presentaron entre las 
FARC y los narcos en torno al “impuesto de gramaje” y la convivencia en zonas 
de cultivos ilícitos o laboratorios, los pactos se rompieron y abrieron el paso a 
una violencia inusitada. Secuestros, extorsiones y asesinatos por parte de la 
guerrilla generaron, al mismo tiempo, una dura respuesta con la creación de 
grupos paramilitares.   
 
No obstante, en un segundo momento y luego de acuerdos en torno a la 
liberación de Martha Nieves Ochoa, la relación particular entre Pablo Escobar y 
Jaime Batemán, líder del M-19, empezó a acercarse. Escobar expresó, en 
repetidas ocasiones, su admiración y simpatía por el M-19, así como sus 
coincidencias con respecto al rechazo de la extradición. Tras la muerte de 
Batemán, el contacto fue retomado por Iván Marino Ospina, comandante 
supremo del M-19, a quien Escobar dio refugio y prestó apoyo financiero en 
ciertas ocasiones. 
 
Diversas versiones atribuyen a esta relación los hechos del Palacio de Justicia. 
Enrique Parejo González, por ejemplo, planteó que la «alianza» narcotráfico-
guerrilla había sido la gestora y el pilar de la incursión contra la Corte. Incluso 
el término «narco-guerrilla» se acuñó para pensar este supuesto o real 
fenómeno. El hecho de que el M-19 incluyera en su «Demanda Armada» 
alguna referencia al Tratado de Extradición -considerado lesivo a la soberanía 
nacional- se asumió como «prueba plena» de su alianza con los 
narcotraficantes. Las amenazas recibidas por los magistrados por cuenta de 
«los extraditables» o el hecho de que el asalto hubiese ocurrido contra la Corte 
“un día antes” de que ésta estudiase la ponencia referente a la exequibilidad 
del Tratado de Extradición, y de que decidiera sobre ocho resoluciones 
pendientes de tal aplicación, se citó igualmente como prueba.  
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Sin embargo, cada uno de los hechos habría que mirarlos objetivamente. Las 
propias instancias oficiales desvirtuaron en sus investigaciones judiciales la 
existencia de la alianza. Tanto el Tribunal Especial de Instrucción, como la 
Procuraduría General de la Nación, absolvieron en su momento al M-19 de 
toda conexión o apoyo con los narcotraficantes con respecto al asalto del 
Palacio de Justicia. Si bien Carlos Castaño y John Jairo Velásquez (Legarda, 
2005), el conocido «Popeye», uno de los pistoleros de Pablo Escobar, 
renovaron las acusaciones contra el M-19, una amplia y sustentada denegación 
en un detallado análisis académico sobre los hechos, absuelve a los 
guerrilleros (Atehortua, 2005). 
 
La guerra declarada por Rodríguez Gacha y los paramilitares contra la guerrilla 
y la Unión Patriótica no cejó. Aunque se sabe que Carlos Pizarro y Bernardo 
Jaramillo buscaron en sendas entrevistas con Escobar evitar sus “sentencias 
de muerte” y reducir la enemistad con Rodríguez Gacha, esa búsqueda los 
enfrentó a los Castaño y a los enemigos de Escobar que ordenaron sus 
asesinatos bajo la convicción de acuerdos existentes entre el capo y los 
candidatos.   
 
 
 
4. La desarticulación  
 
La prisión de Escobar en 1991 pareció más una brillante idea del capo para 
fortalecer su seguridad, que una estrategia oficial del Estado y del gobierno 
colombianos para someterlo. Una vez detenido, su acción delincuencial no se 
detuvo. Por el contrario, la fiscalía obtuvo pruebas de secuestros y  crímenes 
realizados al interior de la prisión. La guardia municipal, que en realidad 
dependía del capo; la guardia penitenciaria y el ejército que rodeaba la prisión, 
permanecían ajenos a todo cuanto ocurría en el recinto carcelario. Cuando el 
gobierno decidió terminar tal situación, Escobar procedió a fugarse en medio de 
un desastroso operativo que intentaba su traslado a otra prisión.  
 
Con la evasión de Escobar, Colombia entró una vez más en la sin razón de la 
violencia extrema. Sin embargo, las acciones dinamiteras de Escobar fueron 
respondidas por atentados de quienes se hacían llamar los “Pepes”: 
“Perseguidos por Pablo Escobar”, a la cabeza de los cuales se encontraba 
Fidel Castaño. Acosada por los “Pepes”, la familia de Escobar se convirtió en 
rehén del Estado. Sin poder salir del país, la esposa y los hijos de Escobar 
terminaron reducidos al cuarto de un hotel rodeados por el Cuerpo Técnico de 
la Fiscalía. Preocupado por su suerte, el capo descuidó su seguridad y cayó 
abatido el 2 de diciembre de 1993.  
 
Hasta ese momento, la persecución del Estado contra los narcotraficantes se 
había concentrado en Escobar y sus hombres. Ocurrida la muerte del gran 
capo, se esperaba a continuación una persecución de igual magnitud contra los 
Rodríguez Orejuela. Sin embargo, los hechos no demostraron idéntico interés 
por parte de diversos aparatos del Estado y del propio gobierno. Por el 
contrario, en enero de 1994, tres narcotraficantes del Valle se presentaron a la 



Fiscalía, y recibieron del Fiscal General una constancia sobre la inexistencia de 
órdenes de captura en su contra, así como la apertura de una indagación 
preliminar que, en poco tiempo, podría determinar su absolución. El 
Departamento de Estado de Estados Unidos y la propia fiscal Janet Reno, 
colocaron en cuestión el procedimiento. En una misiva fechada el 10 de mayo 
de 1994, Reno denunció la “negativa” del Fiscal General de Colombia, Gustavo 
De Greiff, “a afirmar la intención de la Fiscalía de perseguir y enjuiciar 
vigorosamente” a los miembros del Cartel de Cali. Según Reno en los 
momentos en que se hablaba de “compartir evidencias” contra los traficantes 
de esa ciudad, De Greiff nunca mencionó las “discusiones entre agentes de la 
fiscalía y figuras importantes” de dicho Cartel. 
 
En realidad, el escándalo frente a los hombres de Cali estalló en junio de 1994 
con motivo de la Campaña Presidencial. Andrés Pastrana, rival de Ernesto 
Samper, entregó al Presidente César Gaviria algunas grabaciones en las 
cuales Gilberto y Miguel Rodríguez aludían la financiación de la campaña 
samperista. Aunque De Greiff no encontró méritos para abrir investigación 
judicial, los hechos ulteriores colocaron al descubierto la catadura real de los 
narcos de Cali y sus grandes vínculos con la clase política. El hallazgo de 
importantes documentos en diversos allanamientos realizados a empresas de 
propiedad de los Rodríguez y su contabilidad, dejó en claro la existencia de 
6400 operaciones financieras realizadas en un solo banco para favorecer la 
campaña presidencial con una suma superior a tres mil millones de pesos; para 
patrocinar a considerables grupos de congresistas, oficiales y agentes de la 
Policía y otros cuerpos de seguridad, también al Procurador General de la 
Nación y al Contralor, así como para costear todo tipo de apoyos particulares. 
A nombre de empresas ficticias, creadas con el propósito de girar con libertad 
sus dineros, otras entidades bancarias registraron, según la investigación 
conocida como “Proceso 8000”, más de 40 mil transacciones (Leal, 1996; 
Vargas, 1996; Medina, 1997). 
 
A lo largo de su período y en razón de los hechos, el presidente Samper perdió, 
en la práctica, todo margen de maniobra interno y externo. La descertificación 
del país en materia de “lucha contra las drogas”, por parte de Estados Unidos, 
constituyó un mecanismo de presión importante sobre el gobierno colombiano. 
Así mismo, el retiro de la visa de ingreso a dicho país para el presidente de 
Colombia, señaló la pérdida total de credibilidad y legitimidad por parte de 
Samper frente a los ojos norteamericanos.  
 
Como respuesta, el gobierno adoptó todas las medidas que Washington exigía 
para aplacar sus ánimos. En primer lugar, el más vasto programa de 
fumigación de cultivos ilícitos en los años noventas. Al mismo tiempo, una 
efectiva persecución en contra de los altos capos del Cartel de Cali, que 
culminó con su captura y entrega. Y en lo referente al control de las rutas del 
tráfico, operativos aéreos intensos y acordes con los planes y exigencias de 
Estados Unidos.  
 
En esa misma dirección, en 1997 se suscribió el acuerdo marítimo bilateral que 
autorizó a las autoridades norteamericanas para realizar controles y 
confiscaciones de embarcaciones sospechosas. Las medidas en contra de los 



narcotraficantes se endurecieron con las leyes de extinción de dominio y de 
aumento de penas y, finalmente, la Constitución fue reformada para restablecer 
la extradición de nacionales. 
 
La lucha contra los capos del narcotráfico en Colombia culminó su primera 
etapa antes del nuevo milenio, en la primera mitad de la década de los 
noventa. Gonzalo Rodríguez Gacha y Pablo Escobar Gaviria cayeron abatidos 
por la Policía Nacional. El hijo del primero lo acompañó en su suerte; la esposa 
y el hijo mayor del segundo fueron detenidos en Argentina acusados de fraude 
financiero. Familiares y una gruesa parte de los miembros del llamado Cartel 
de Medellín, purgaron pena o permanecen en prisión. Los hermanos Ochoa 
pagaron leves condenas pero el más joven de ellos fue detenido nuevamente y 
extraditado a Estados Unidos, en donde fue condenado. Los hermanos 
Rodríguez Orejuela y sus más cercanos aliados fueron condenados y ellos 
finalmente extraditados a Estados Unidos, en donde negociaron con la justicia 
norteamericana para asegurar la tranquilidad de sus familias, sin evitar la 
entrega y detención del hijo mayor de Miguel. José Santacruz Londoño fue 
asesinado pocos días después de su evasión de una cárcel. Helmer Pacho 
Herrera fue asesinado por un sicario al interior de la penitenciaría, en guerra 
con los capos del norte del Valle. Otros capos medianos han intentado de 
diversas maneras una negociación directa de entrega con la DEA y las 
autoridades norteamericanas, seguidos por una estela de muerte y prisión. 
 
5.  Consideraciones finales 
 
Los carteles alcanzaron el dominio del mercado interno e internacional y 
lograron, sobre todo en Cali, una infiltración importante en sectores legales de 
la economía, en la política y en los aparatos coactivos del Estado. De alguna 
manera, no sólo influyeron en la sociedad y en la cultura, también la 
transformaron. Después de Pablo Escobar y los Rodríguez, Medellín y Cali no 
fueron las mismas ciudades. Sin embargo, la conclusión puede aplicarse al 
país entero. 
 
Más allá del crimen y el aumento de sus estadísticas, la vida cotidiana en Cali, 
como en Medellín, presentó considerables cambios. No existen muchos 
estudios al respecto, pero las gentes narran cómo a principios de los años 
noventa la presencia del narcotráfico se hizo evidente. Tras la persecución a 
los grandes capos, el ambiente se transformó de nuevo. La imagen de los 
pistoleros que se creían dueños de la ciudad disminuyó ostensiblemente. Y 
disminuyó también la inusitada marcha de la construcción, el precio de la tierra 
y de las propiedades urbanas, la cantidad de almacenes suntuosos y las 
joyerías, el mercado de las flores y el comercio entero, las empresas deportivas 
y el éxito de los equipos de fútbol. Se disparó, en cambio, el asalto contra el 
erario público; como si algunos políticos y funcionarios, huérfanos del cartel, no 
tuvieran otro recurso. El departamento del Valle y su capital Cali se declararon 
en quiebra.  
 
No puede decirse, por completo, que la responsabilidad de todo ello recaiga 
sobre el narcotráfico. La realidad de Colombia es bastante compleja y son 
muchos los actores y escenarios que se cruzan en su construcción. Los 



estudios, además, son todavía frágiles. El problema del narcotráfico no ha sido 
tratado en forma clara y suficiente. El peligro que se cierne sobre todos 
aquellos que intenten acercarse al tema es real. Pero también, hasta ahora, se 
dedicó más atención a sus consecuencias, la violencia por ejemplo, que a su 
estructura interna y sus contenidos sociales. 
  
Ello resalta la importancia del problema que abordamos en el presente artículo: 
el intento de establecer categorías que nos permitan tipificar y caracterizar la 
particularidad de los grupos dedicados al tráfico de narcóticos en el país. 
Evidentemente, Colombia no ha tenido mafia al estilo italiano, pero tampoco el 
asunto es tan simple para enmarcarlo en un esquema general del crimen 
organizado. Nuestra respuesta es un sistema híbrido: crimen organizado de 
tipo mafioso. Sin embargo, la propuesta analítica que formulamos obedece 
también a épocas y coyunturas. Probablemente, no tenga discusión para el 
caso de los carteles. Pero, con la desaparición de ellos, los prototipos mafiosos 
de las organizaciones parecen ceder en forma paulatina aunque no total. 
Además, la participación de la guerrilla y de los paramilitares en el negocio 
obedece a otras formas de organización aún no examinadas pero 
definitivamente existentes; todo lo cual plantea grandes desafíos para el 
análisis. 
 
Las organizaciones criminales sorprenden por su capacidad de reproducción y 
por la innovación permanente de sus métodos para acumular capital y defender 
sus intereses. Los narcotraficantes colombianos no son la excepción. En las 
últimas tres décadas, el tráfico ilícito de drogas en Colombia ha sabido soportar 
las acciones de represión por parte del Estado y adaptarse a los avatares del 
mercado internacional, así como a las distintas estrategias antinarcóticos 
aplicadas por los Estados Unidos en la región andina. De la misma manera, 
sus protagonistas han hecho alianzas, coaliciones y desatado guerras frente a 
múltiples actores concurrentes, domésticos y externos, en la lucha por el 
control de esta industria. La historia continúa. 
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